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Resumen ejecutivo 
 
La Constitución garantiza la libertad religiosa y prohíbe la discriminación por 
motivos religiosos. Es delito impedir o perturbar los servicios religiosos, así como 
ofender o hacer escarnio de las creencias y ceremonias religiosas o de quienes las 
profesan o practican. La definición de los delitos de odio establecida en la 
legislación incluye los actos de “humillación y menosprecio” por motivos 
referentes a la religión de la víctima. Aunque la legislación dispone que ninguna 
confesión tendrá “carácter estatal”, los poderes públicos mantienen relaciones de 
cooperación con confesiones religiosas. Los acuerdos bilaterales del Estado con la 
Santa Sede conceden a la Iglesia Católica ventajas adicionales no reconocidas a los 
otros tres grupos con los que mantiene acuerdos: musulmanes, protestantes y 
judíos. Los grupos sin acuerdos pueden inscribirse en el registro del Gobierno y 
recibir ciertas ventajas. 
 
En octubre, el Tribunal Supremo nacional dictaminó que un Ayuntamiento de 
Cantabria había vulnerado los derechos fundamentales de los ciudadanos al 
aprobar un acuerdo sobre el movimiento Boicot, Desinversión y Sanciones (BDS) 
en 2016. La sentencia sentó un precedente a nivel nacional en cuanto a la 
ilegalidad de los acuerdos a favor del movimiento BDS. El Tribunal Superior de 
Justicia de la Región de Murcia falló en febrero que el gobierno local había 
vulnerado el derecho de libertad religiosa al no impartir clases de religión islámica 
en los colegios; la Consejería de Educación comenzó a impartir tales clases más 
adelante en el año. Una organización no gubernamental (ONG) señaló que el 90 
por ciento de los alumnos musulmanes del país no tenían acceso a clases de 
religión islámica. Varias ONG de derechos humanos declararon que la parte del 
Código Penal que tipifica la ofensa de los “sentimientos religiosos” limita 
indebidamente la libertad de expresión. El Ministerio de la Presidencia convocó la 
primera reunión de la Comisión Asesora de Libertad Religiosa desde 2019. La 
entidad pública Fundación Pluralismo y Convivencia (FPC) puso en marcha un 
programa con gobiernos locales para promover la diversidad religiosa y proteger 
la libertad de culto. El Ministerio del Interior implementó un nuevo plan de acción 
que establece medidas específicas para luchar contra los delitos de odio, incluidos 
aquellos cometidos por motivos de creencia religiosa. 
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El Ministerio del Interior registró múltiples casos de delitos de odio. Se dictaron 
cinco sentencias por incitación al odio en 2021. Se investigaron y procesaron 
varios casos de antisemitismo e islamofobia. Grupos cristianos y judíos 
denunciaron actos vandálicos y de acoso. 
 
Representantes de la Embajada y del Consulado General de Estados Unidos en 
Barcelona se reunieron con funcionarios del gobierno autonómico y nacional para 
hablar de antisemitismo, islamofobia, asuntos relativos a la discriminación social, 
delitos por motivos religiosos y discursos de odio contra minorías religiosas. La 
embajadora también organizó y participó en varios encuentros con comunidades 
musulmanas y judías. La embajada y el consulado financiaron ponentes para 
hablar de antisemitismo e islamofobia con funcionarios del Gobierno, 
académicos, estudiantes y miembros de la prensa. El mensaje transmitido incidía 
en la importancia de aprender del pasado para promover la tolerancia y 
diversidad religiosas en el presente, así como defender los valores democráticos y 
combatir el antisemitismo y la islamofobia. La embajada y el consulado becaron, 
además, a varios participantes de programas de intercambio estadounidense 
sobre temas relacionados con la libertad religiosa. 
 
Sección I. Demografía religiosa 
 
El Gobierno de Estados Unidos estima que la población total de España es de 47,2 
millones de habitantes (a mediados de 2022). Según una encuesta realizada en 
mayo por el organismo público Centro de Investigaciones Sociológicas (CIS), el 56 
por ciento de los encuestados se identificaron como católicos y el 2,8 por ciento, 
como fieles de otras confesiones. En comparación, en su encuesta de 2017 el CIS 
declaró que el 71,5 por ciento de los encuestados se identificaron como católicos. 
Además, en la encuesta de 2022, el 11,7 por ciento se describieron como “no 
creyentes”, el 12,5 por ciento como agnósticos y el 14,8 por ciento como ateos; el 
2,3 por ciento restante no contestó la pregunta. 
 
En 2017, la Conferencia Episcopal Española de la Iglesia Católica estimó que había 
32,6 millones de católicos en el país, aunque nuevos informes indican que el 
número ha disminuido desde entonces. La Comisión Islámica de España (CIE) 
estima que hay 2,5 millones de musulmanes; la Federación de Entidades 
Religiosas Evangélicas de España (FEREDE) calcula que hay 1,5 millones de 
protestantes; la Federación de Comunidades Judías de España (FCJE) estima que 
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hay 45.000 judíos; la Asamblea Episcopal Ortodoxa de España y Portugal, una 
organización que reúne a varias iglesias ortodoxas, afirmó en 2014 que había 1,5 
millones de cristianos ortodoxos; los Testigos de Jehová comunican 
aproximadamente 119.000 miembros; la Unión Budista de España, Federación de 
Entidades Budistas de España (UBE-FEBE) calcula que hay 100.000 budistas; y la 
Iglesia de Jesucristo de los Santos de los Últimos Días (Iglesia de Jesucristo) señala 
cerca de 57.000 miembros. Existen otros grupos religiosos como la ciencia 
cristiana, otros grupos cristianos, el hinduismo (40.000), la Iglesia de la 
Cienciología (11.000 miembros) y el bahaísmo (5.000 miembros). El mayor 
porcentaje de no cristianos se encuentra en las ciudades autónomas de Ceuta y 
Melilla, situadas al norte de África; casi el 50 por ciento de la población de ambas 
ciudades es musulmana. 
 
Sección II. Respeto de la libertad religiosa por parte del Gobierno 
 
Marco legal 
 
La Constitución prohíbe la discriminación por razones religiosas y establece la 
libertad religiosa y de culto de los individuos y las comunidades. Además, 
establece que nadie podrá ser obligado a declarar sobre su religión o creencias. Y 
añade que “ninguna confesión tendrá carácter estatal”, pero “los poderes 
públicos tendrán en cuenta las creencias religiosas de la sociedad española y 
mantendrán las consiguientes relaciones de cooperación con la Iglesia Católica y 
las demás confesiones”. La Iglesia Católica es el único grupo religioso mencionado 
explícitamente en la Constitución. Según el Código Penal, es delito impedir o 
perturbar los servicios religiosos, así como ofender o hacer escarnio de las 
creencias y ceremonias religiosas o de quienes las profesan o practican. La 
Constitución permite limitar la libertad de las manifestaciones religiosas si resulta 
“necesario para mantener el orden público”. 
 
La legislación impone penas de multa de ocho a doce meses a quienes ofendan 
los sentimientos de los miembros de una confesión religiosa, hagan públicamente 
escarnio de sus dogmas, creencias, ritos o ceremonias, o vejen públicamente a 
quienes la profesan o practican. E incurrirán en las mismas penas los que hagan 
públicamente escarnio de quienes no profesan religión o creencia alguna. La 
legislación castiga con penas de prisión de seis meses a un año o con multa a 
quienes ejecuten en un lugar destinado al culto o en ceremonias religiosas “actos 
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de profanación en ofensa de los sentimientos religiosos” de personas que 
profesan confesiones religiosas legalmente reconocidas. 
 
La definición de los delitos de odio en el Código Penal incluye los actos de 
“humillación y menosprecio” hacia personas por motivos referentes a su religión, 
y los castiga con penas de uno a cuatro años de prisión. El antisemitismo está 
expresamente definido en el Código Penal como un delito de odio. Según la ley, 
las autoridades pueden investigar y procesar como delitos terroristas los delitos 
cometidos por grupos neonazis. La negación del genocidio se considera delito si 
incita a actitudes violentas, como comportamientos o lenguaje hostiles e 
intimidatorios. La legislación establece que la programación académica de los 
centros públicos debe incluir en el temario el Holocausto, así como otros sucesos 
y conflictos históricos que supongan graves vulneraciones de los derechos 
humanos. La legislación también contempla la emisión de una “declaración de 
reparación y reconocimiento personal” a quienes durante la Guerra Civil española 
de 1936-1939 y la posterior dictadura franquista sufrieron violencia o 
persecuciones por razones políticas, ideológicas o de creencia religiosa. 
 
El 14 de julio entró en vigor la Ley Integral para la Igualdad de Trato y la No 
Discriminación. La ley también establece una autoridad independiente para 
supervisar casos de discriminación por distintos motivos, incluida la confesión 
religiosa. La ley impone multas de hasta 500.000 € (534.000 $) contra quien la 
infrinja. 
 
El Estado no exige que los grupos religiosos se registren, pero estar inscritos les 
otorga ciertas ventajas legales. Los grupos inscritos en el Registro de Entidades 
Religiosas gestionado por la Subdirección General de Libertad Religiosa del 
Ministerio de la Presidencia, Relaciones con las Cortes y Memoria Democrática 
(Ministerio de la Presidencia) pueden adquirir, arrendar y vender propiedades, y 
actuar como entidades jurídicas en procesos civiles. La inscripción implica la 
cumplimentación de los formularios disponibles en la página web del Ministerio 
de la Presidencia y la presentación de documentación en escritura pública que 
incluya la erección canónica de la entidad, sus estatutos, representantes legales, 
ámbito territorial, fines religiosos y domicilio. Cualquier persona o grupo tiene 
derecho a practicar su religión independientemente de que la comunidad a la que 
pertenezca esté o no dada de alta como entidad religiosa. Las nuevas 
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comunidades religiosas pueden darse de alta directamente en el Ministerio de la 
Presidencia, o bien hacerlo en su nombre las asociaciones religiosas. 
 
El Estado mantiene un acuerdo bilateral con la Santa Sede, puesto en práctica en 
parte por la Conferencia Episcopal Española, que representa a toda la comunidad 
católica ante el Estado. Aunque otros grupos religiosos tienen la obligación de 
inscribir todos sus lugares de culto, según uno de los Acuerdos entre el Estado 
español y la Santa Sede de 1979, las diócesis y parroquias católicas no están 
obligadas a inscribirse en el registro estatal. La Iglesia Católica es la única entidad 
religiosa a la que los ciudadanos pueden destinar voluntariamente el 0,7 % de sus 
impuestos. El Estado también tiene acuerdos de cooperación con la CIE, la FEREDE 
y la FCJE. Los mencionados acuerdos con las cuatro religiones mayoritarias del 
país —catolicismo, islam, protestantismo y judaísmo— son legalmente 
vinculantes y conceden a los grupos religiosos ciertas exenciones fiscales, así 
como capacidad para adquirir y vender propiedades, abrir un lugar de culto y 
realizar otros actos jurídicos. Además, dan validez civil a los matrimonios 
celebrados por sus ritos y les permiten tener profesores en los centros escolares y 
capellanes en los hospitales, las Fuerzas Armadas y las prisiones. Los grupos con 
acuerdos de cooperación también tienen derecho a recibir subvenciones públicas 
administradas independientemente. Los acuerdos abarcan asuntos legales, 
educativos, culturales y económicos; la práctica religiosa por parte de los 
miembros de las Fuerzas Armadas; y el servicio militar del clero y miembros de las 
órdenes religiosas. 
 
Los grupos inscritos que desean firmar acuerdos de cooperación con el Estado 
primeramente deben tener reconocido el estatus de notorio arraigo por parte de 
la Subdirección General de Libertad Religiosa del Ministerio de la Presidencia. 
Para ello deben contar con un número de miembros “relevante” sin especificar, 
llevar presentes en el país al menos treinta años y tener un “nivel de difusión” en 
la población general que el Estado considere que acredita una presencia en la 
sociedad, sin que esté definido de manera más exhaustiva. Además, los grupos 
deben presentar documentación que acredite su naturaleza religiosa ante la 
Subdirección General de Libertad Religiosa, que gestiona el Registro de Entidades 
Religiosas. Los Testigos de Jehová, la UBE-FEBE, la Iglesia de Jesucristo y la 
Asamblea Episcopal Ortodoxa de España y Portugal son entidades inscritas con 
estatus de notorio arraigo. 
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Si la Subdirección General de Libertad Religiosa considerara que un solicitante de 
inscripción no es un grupo religioso, dicho solicitante podrá ser incluido en el 
Registro Nacional de Asociaciones del Ministerio del Interior. La inscripción en 
dicho registro concede personalidad jurídica, pero no ofrece otras ventajas; 
simplemente supone la inclusión de la asociación y su historia en la base de datos 
del Estado. La inscripción como asociación es un paso previo para solicitar la 
declaración de utilidad pública, lo cual proporciona las mismas ventajas fiscales 
que a las organizaciones benéficas, como la exención del impuesto sobre la renta 
y los impuestos sobre las aportaciones. Para ser declarada como tal, la asociación 
debe llevar inscrita dos años y tener un patrimonio neto positivo. 
 
La FPC es una entidad pública perteneciente al Ministerio de la Presidencia que 
promueve la libertad y diversidad religiosas. Proporciona financiación para apoyar 
actividades de promoción de la integración cultural, educativa y social entre las 
confesiones religiosas no católicas que tienen un acuerdo de cooperación con el 
Estado, así como ayuda no económica a otros grupos religiosos inscritos en el 
registro estatal con el fin de aumentar la concienciación pública. La fundación 
también fomenta el diálogo y el acercamiento entre los grupos religiosos y la 
integración de la religión en la sociedad. Colabora estrechamente con la 
Subdirección General de Libertad Religiosa. 
 
El Estado financia los servicios religiosos dentro del sistema penitenciario para los 
grupos católicos y musulmanes, incluidas la misa dominical y la confesión 
católicas y la oración del viernes islámica. Los respectivos acuerdos de 
cooperación entre la FCJE y la FEREDE con el Estado no contemplan servicios 
financiados con fondos públicos. Dichos grupos proporcionan servicios religiosos 
en las prisiones a sus expensas. El resto de grupos religiosos inscritos como 
entidades religiosas ante la Subdirección General de Libertad Religiosa pueden 
proporcionar servicios a sus expensas durante las horas de visita a petición del 
recluso. 
 
El Gobierno garantiza el acceso del personal religioso de grupos con acuerdos de 
cooperación con el Estado a los centros de solicitantes de asilo y refugiados, para 
que los grupos proporcionen, a sus expensas, asistencia directa a sus fieles. El 
personal religioso de grupos sin acuerdos de cooperación con el Estado puede 
acceder a centros de internamiento previa solicitud al Ministerio de la 
Presidencia. 
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El reglamento militar y los acuerdos de cooperación firmados con el Estado 
permiten la celebración de funerales militares religiosos y servicios de personal 
religioso para católicos, musulmanes, protestantes y judíos, si lo solicita la familia 
del fallecido. El resto de grupos religiosos pueden celebrar funerales militares 
religiosos si se solicita. 
 
El Estado reconoce los matrimonios de todas las confesiones de notorio arraigo. 
Los miembros de los grupos religiosos sin dicho estatus han de contraer 
matrimonio en una ceremonia civil para que el matrimonio sea reconocido 
legalmente. 
 
Las comunidades autónomas de Madrid y Cataluña mantienen acuerdos con 
varios grupos religiosos que también tienen pactos con el Gobierno central. Los 
acuerdos autonómicos permiten actividades como la asistencia religiosa en 
hospitales y prisiones bajo jurisdicción autonómica. El Gobierno central financia 
estos servicios en las prisiones y Fuerzas Armadas; y los gobiernos autonómicos 
financian los servicios en los hospitales. Según el Gobierno central, los acuerdos 
con los gobiernos autonómicos no pueden contradecir los principios de los 
acuerdos estatales, que prevalecen. 
 
Los grupos religiosos deben solicitar a los gobiernos locales una licencia para abrir 
lugares de culto u otros establecimientos de uso público. Los requisitos para dicha 
licencia varían de un municipio a otro. La documentación necesaria es la misma 
que para la apertura de un local de uso público por parte de un establecimiento 
comercial e incluye información como los planos o la capacidad máxima. Los 
grupos religiosos también deben informar a la Subdirección General de Libertad 
Religiosa de la apertura de nuevos lugares de culto. 
 
Los gobiernos locales están obligados a examinar las solicitudes de uso de terreno 
público para la apertura de un lugar de culto. Si un municipio decide denegar una 
solicitud, tras sopesar factores como la disponibilidad y el valor añadido para la 
comunidad, el ayuntamiento deberá explicar su decisión al solicitante. 
 
La legislación exige un mínimo de diez alumnos interesados para poner en marcha 
nuevas clases de educación religiosa no católica en centros públicos. Según se 
establece en los acuerdos de cooperación con los grupos religiosos, los gobiernos 
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proporcionan financiación para los salarios de los profesores que imparten clases 
de educación religiosa católica en centros escolares públicos; y, si lo solicitan un 
mínimo de diez alumnos, también para profesores de educación islámica y 
protestante. La comunidad judía también tiene derecho a recibir financiación 
pública para los profesores judíos, pero la ha rechazado. Estas clases no son 
obligatorias. Los alumnos que optan por no cursar la asignatura de religión deben 
cursar una asignatura alternativa que abarca temas sociales, culturales y 
religiosos de carácter general. En marzo, el Gobierno aprobó una nueva ley 
educativa para Primaria que reduce las horas de la asignatura de religión, que 
sigue siendo optativa, en favor de otras materias. El desarrollo de los planes de 
estudio y la financiación de los profesores de religión es responsabilidad de los 
gobiernos autonómicos, excepto en Andalucía, Aragón, Canarias, Cantabria y las 
ciudades autónomas de Ceuta y Melilla, donde los planes de estudio y la 
financiación son competencia del Gobierno central, según sus respectivos 
estatutos de autonomía. 
 
En general, las comunidades autónomas tienen competencia para establecer los 
requisitos que han de cumplir los profesores de educación religiosa y certificar sus 
cualificaciones, aunque algunas lo delegan al Gobierno central. Los candidatos a 
profesores deben facilitar sus datos personales, demostrar que no han sido 
despedidos por la autoridad educativa de la comunidad autónoma en la que 
solicitan trabajo, poseer un título según lo exigido por la comunidad autónoma y 
cualquier otro requisito establecido por la asociación religiosa correspondiente. 
Las asociaciones religiosas deben proporcionar al Gobierno una lista de los 
profesores autorizados. Las directrices de la CIE aprobadas por el Ministerio de 
Educación subrayan la formación en “islam moderado” en las prácticas de culto, 
con énfasis en el pluralismo, el entendimiento, la tolerancia religiosa, la 
resolución de conflictos y la convivencia. La CIE también exige que los profesores 
tengan un certificado de formación en educación islámica. Los centros escolares 
privados, estén o no financiados con fondos públicos, deben cumplir los requisitos 
de las leyes educativas estatales. Los centros escolares privados religiosos que no 
reciben financiación pública deben, además, obtener una autorización de la 
administración educativa autonómica para su apertura y funcionamiento. 
 
Los miembros del clero católico y judío pueden incluir el tiempo dedicado a 
misiones en el extranjero en los cómputos de la Seguridad Social. El clero 
protestante tiene derecho a percibir prestaciones de la Seguridad Social, como 
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cobertura sanitaria y una pensión de jubilación por parte del Estado por un 
máximo de 15 años de servicio, aunque la pensión de dicho clero es más 
restrictiva que la de los miembros del clero católico, quienes tienen derecho a una 
pensión jubilatoria estatal por toda su carrera, con un máximo de 38,5 años de 
servicio. El clero musulmán, ortodoxo y de los Testigos de Jehová también tiene 
derecho a las prestaciones de la Seguridad Social según los términos de los 
distintos acuerdos negociados con el Estado al respecto por cada uno de estos 
grupos. 
 
El Defensor del Pueblo es el Alto Comisionado de las Cortes Generales encargado 
de defender los derechos fundamentales y libertades públicas de los ciudadanos 
mediante la supervisión de la actividad de las administraciones públicas del país. 
El Defensor del Pueblo goza de inviolabilidad e inmunidad en el ejercicio de su 
cargo.  
 
España forma parte del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. 
 
Prácticas del Gobierno 
 
En enero, la Conferencia Episcopal Española anunció que crearía comisiones para 
investigar las denuncias de víctimas publicadas en la prensa acerca de 
aproximadamente 1.200 supuestos casos de abusos sexuales a menores por 
miembros de la Iglesia desde la década de 1930, un número que para diciembre 
había aumentado a más de 1.700. El 16 de febrero, la Fiscalía General del Estado 
comunicó que había 68 causas de investigación abiertas por supuestos abusos 
sexuales a menores por miembros de la Iglesia Católica en todo el país. El 10 de 
marzo, el Congreso de los Deputados aprobó por abrumadora mayoría una 
comisión de expertos liderada por el Defensor del Pueblo para investigar los 
abusos sexuales en el seno de la Iglesia Católica. En septiembre, el Defensor del 
Pueblo anunció que la comisión de expertos había recibido 230 denuncias creíbles 
de abusos sexuales. En noviembre, la Fiscalía General del Estado solicitó a las 70 
diócesis del país que informaran sobre denuncias de abusos sexuales a menores 
dentro de sus diócesis, incluidas parroquias, escuelas y cualquier otra institución 
religiosa. 
 
Varias ONG continuaron instando al Gobierno a reformar la parte del Código 
Penal que tipifica la ofensa de los “sentimientos religiosos”, por considerar, en sus 
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palabras, que limitaba indebidamente la libertad de expresión. Algunas 
organizaciones alegaron que las leyes que tipifican como delito las declaraciones 
públicas que hacen escarnio de sentimientos religiosos o de falta de creencias, o 
ejecutan “actos de profanación” que “ofenden los sentimientos” de personas 
equivalen a criminalizar la blasfemia. 
 
El 15 de marzo, un juzgado de Valencia abrió una investigación para determinar si 
se había cometido un delito a raíz de que la Asociación Española de Abogados 
Cristianos presentara una denuncia contra una discoteca por publicar un cartel 
donde se mostraba a una drag queen representando a la Virgen María. En abril, 
un restaurante Burger King de Sevilla retiró una campaña y pidió disculpas a raíz 
de que usuarios de redes sociales acusaran a la cadena de comida rápida de 
ofender los sentimientos religiosos y burlarse del cristianismo por un anuncio de 
hamburguesas vegetarianas que aludía a una conocida oración durante Semana 
Santa. 
 
El 26 de mayo, el ministro de la Presidencia, Félix Bolaños, convocó la primera 
reunión de la Comisión Asesora de Libertad Religiosa desde finales de 2019. La 
comisión —compuesta por funcionarios del Gobierno, representantes religiosos y 
expertos en cuestiones religiosas— volvió a reunirse el 11 de julio. La comisión 
estaba en proceso de elaborar su informe anual sobre libertad religiosa, publicado 
por última vez en 2019. 
 
La CIE siguió manifestando su preocupación ante la falta de cementerios con 
parcelas específicas para enterramientos islámicos en cuatro de las 17 
comunidades autónomas del país (Cantabria, Castilla-La Mancha, Extremadura y 
Galicia). En noviembre de 2021, la CIE comunicó al ministro de la Presidencia, 
Félix Bolaños, su preocupación por que sólo hubiera 36 cementerios islámicos en 
todo el país, lo cual señaló que resultaba insuficiente para la población 
musulmana en España. 
 
El 14 de abril, entró en vigor una ley que tipifica como delito obstaculizar que las 
mujeres interrumpan voluntariamente su embarazo, así como obstruir a los 
profesionales sanitarios que las asistan para ello, con penas de hasta un año de 
prisión. La ONG Observatorio para la Libertad Religiosa y de Conciencia señaló 
que la nueva ley prohibiría rezar en el exterior de las clínicas abortivas y que 
limitaba indebidamente la libertad de expresión y de religión. En junio, la 



11 
 

 
Informe internacional sobre libertad religiosa en España en 2022 

Departamento de Estado de Estados Unidos • Oficina de Libertad Religiosa Internacional 

Conferencia Episcopal Española emitió un comunicado, sin mencionar 
específicamente la ley, denunciando los “proyectos legislativos” contrarios a la 
“defensa de la vida”. En septiembre, el partido político Vox interpuso un recurso 
contra la ley ante el Tribunal Constitucional. 
 
Varios grupos religiosos citaron los continuados obstáculos para impartir 
educación religiosa e incorporar profesores de religión en los centros escolares, 
dado el mínimo legal de diez alumnos interesados que se necesita para impartir 
clases de educación religiosa no católica en centros públicos. Durante el año, 
hubo tres comunidades autónomas sin asignaturas de religión islámica en 
escuelas públicas: Asturias, Cantabria y Galicia. El Observatorio Andaluz de 
Astronomía señaló que el 90 por ciento de los alumnos musulmanes del país no 
tenían acceso a clases de religión islámica. 
 
En febrero, el Tribunal Superior de Justicia de la Región de Murcia determinó que 
la Consejería de Educación de la comunidad había vulnerado el derecho 
constitucional de libertad religiosa y el derecho de los alumnos a recibir 
formación religiosa acorde a sus creencias. El tribunal se pronunció a favor de una 
familia que previamente había solicitado a la consejería que empezaran a 
impartirse clases de religión islámica en un colegio público. Según la sentencia, la 
consejería no atendió la solicitud a pesar de que la familia había recogido 50 
firmas en favor de la impartición de las clases, un número significativamente 
superior a las diez que exige la ley. El tribunal, además, condenó a la 
Administración local a pagar las costas procesales del caso. En octubre, la 
Consejería de Educación de Murcia comenzó a impartir clases de religión islámica 
en diez colegios públicos de la comunidad. Los medios informaron de que debido 
a la falta de docentes para impartir tales clases, se estimaba que únicamente un 
30 por ciento de los alumnos que elegían recibir clases de religión islámica en la 
comunidad podían asistir a ellas. 
 
Grupos religiosos no católicos continuaron manifestando su preocupación por lo 
que tildaron de desigualdad en el tratamiento jurídico por parte del Estado. La 
Iglesia Católica siguió siendo la única entidad religiosa a la que los ciudadanos 
podían destinar voluntariamente el 0,7 % de sus impuestos. Según los medios de 
comunicación, un tercio de los españoles decidió asignar parte de sus impuestos a 
la Iglesia Católica ese año, lo cual supuso cerca de 391 millones de euros (417,7 
millones de dólares), un incremento en las donaciones del 8,5 por ciento en 
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comparación con 2021. Ningún otro grupo religioso figuraba como posible 
destinatario de fondos en el formulario de la declaración del Impuesto sobre la 
Renta de las Personas Físicas. Varios grupos religiosos, entre ellos los 
protestantes, los musulmanes, los budistas y la Iglesia de Jesucristo, continuaron 
expresando su deseo de ser incluidos en dicho formulario. Manifestaron que 
preferirían recibir aportes voluntarios de contribuyentes sin requisitos previos en 
lugar de depender de la financiación de la Fundación Pluralismo y Convivencia, 
que establece determinadas condiciones para el uso de sus fondos. 
 
La CIE, la FEREDE y la FCJE dependieron de fondos estatales facilitados a través de 
la FPC para cubrir sus gastos administrativos y de infraestructura. El Ministerio de 
la Presidencia siguió asignando fondos a diferentes grupos en función del número 
de entidades inscritas en el registro y el número aproximado de fieles que 
tuvieran. En octubre, dotó a la FEREDE con 526.780 € (563.000 $), a la CIE con 
433.130 € (463.000 $), y a la FCJE con 210.712 € (225.000 $). Además de para 
gastos administrativos y de infraestructura, los fondos de la fundación también 
cubrieron pequeños proyectos publicitarios y de investigación. 
 
El Ministerio de Justicia continuó tramitando solicitudes en aplicación de la ley de 
2015 que permitía a los descendientes de los sefardíes expulsados del país hace 
más de 500 años adquirir la nacionalidad española con la condición de que las 
solicitudes se presentaran antes de septiembre de 2019, el último mes de 
vigencia de la ley. Hasta el 31 de diciembre, el Gobierno había concedido la 
nacionalidad a 64.702 descendientes de judíos sefardíes y rechazado 4.318 
peticiones. De los solicitantes rechazados, 647 presentaron recursos. 
 
En marzo, la Consejería de Educación de la Junta de Andalucía confirmó que había 
recibido una denuncia en nombre de una familia musulmana en relación con la 
prohibición de llevar velo en un colegio. El centro era un colegio concertado; esto 
es, un centro de carácter privado, pero que recibe fondos públicos. Según la 
denuncia, en febrero, el equipo directivo del centro aisló a una alumna de 14 años 
de sus compañeros por llevar velo en el aula. El equipo directivo alegó que el 
código de vestimenta del centro prohíbe llevar todo tipo de prenda que cubra la 
cabeza y que, por tanto, no pretende restringir específicamente la libertad 
religiosa de las personas. La Consejería de Educación de la Junta de Andalucía 
confirmó que el centro actuó de acuerdo con su reglamento de vestimenta en 
vigor y propuso a la alumna matricularse voluntariamente en otro centro. 
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En octubre, el Tribunal Supremo nacional falló que el Ayuntamiento de Reinosa 
(Cantabria) había vulnerado los derechos fundamentales de los ciudadanos al 
declararse un “espacio libre del apartheid israelí” en un acuerdo a favor del 
movimiento BDS aprobado en 2016. La sentencia sentó un precedente a nivel 
nacional en cuanto a la ilegalidad de los acuerdos a favor del movimiento BDS. La 
justicia continuó fallando en contra de resoluciones de gobiernos municipales y 
provinciales que apoyaban el movimiento BDS contra Israel, aunque no se 
denunciaron casos de municipios que alcanzaran nuevos acuerdos a favor del 
movimiento BDS durante el año. En enero, el Tribunal Superior de Justicia de la 
Comunidad Valenciana ratificó la condena por antisemitismo y la multa de 1.000 € 
(1.100 $) contra el consistorio municipal de Valencia. El Ayuntamiento de Valencia 
había apelado previamente la sentencia, la cual se fundamentaba en la 
aprobación de un acuerdo a favor de BDS en 2018. También en octubre, el 
Congreso de los Diputados aceptó debatir una proposición de ley que impediría 
que entidades que “promuevan el antisemitismo” reciban dinero público. El 
partido político Podemos declaró que la propuesta de ley podría emplearse para 
limitar la libertad de expresión al arremeter contra entidades que expresaran su 
oposición a las políticas de Israel. A finales de año, la proposición de ley seguía 
debatiéndose. 
 
La FPC y la Federación Española de Municipios y Provincias iniciaron un proyecto 
en común, ya anunciado en 2021, para promover la diversidad religiosa e 
incrementar la capacidad de los gobiernos locales de proteger la libertad religiosa. 
El proyecto tiene como objetivo ayudar a los gobiernos locales a gestionar mejor 
la diversidad religiosa, de manera democrática e inclusiva, mediante la promoción 
de buenas prácticas y el acceso a asesoramiento técnico especializado. Durante el 
año, 11 municipios se unieron a la iniciativa, sumando así un total de 20. La FPC 
declaró que durante el año proporcionó recursos y formación a ayuntamientos, 
incluidas recomendaciones para la policía sobre la gestión de la libertad religiosa. 
 
La FPC continuó realizando campañas de divulgación, incluidos eventos virtuales, 
con el objetivo de promover un mayor conocimiento de las distintas religiones y 
el respeto de la libertad de culto. Continuó colaborando con grupos religiosos 
para la apertura y gestión de lugares de culto, el impacto de la educación religiosa 
y los efectos de la discriminación y la limitación de la libertad religiosa en el lugar 
de trabajo. La Subdirección General de Libertad Religiosa mantuvo un portal en 
línea para informar y ayudar a nuevos inmigrantes y a ciudadanos que se 
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trasladaban a otra comunidad a encontrar su comunidad religiosa y su lugar de 
culto local entre los inscritos en el registro. La Oficina Nacional de Lucha contra 
los Delitos de Odio del Ministerio del Interior continuó prestando asistencia a las 
víctimas de delitos de odio por motivos religiosos y ofreció formación a las fuerzas 
y cuerpos de seguridad. 
 
En abril, el Ministerio del Interior publicó el II Plan de acción de lucha contra los 
delitos de odio, que estará financiado y en vigor hasta 2024. El plan establece 
medidas concretas para luchar contra los delitos de odio, incluidos aquellos 
cometidos por creencias religiosas, mejorando la asistencia a las víctimas, 
proporcionando formación y recursos a las fuerzas y cuerpos de seguridad, e 
incrementando la colaboración con las ONG y otras organizaciones que trabajan 
en la lucha contra los delitos de odio. 
 
En julio, el presidente Pedro Sánchez se reunió con una delegación del Comité 
Judío Estadounidense para estrechar lazos entre el país y la comunidad judía 
hispanohablante residente en Estados Unidos. Tras la reunión, Sánchez manifestó 
su apoyo a los “fuertes lazos históricos y culturales” del país con la comunidad 
judía y el “firme compromiso en la lucha contra el antisemitismo”. 
 
Varias administraciones públicas autonómicas y municipales siguieron llevando a 
cabo campañas de divulgación con el objetivo de promover la diversidad religiosa. 
En octubre, la Oficina de Asuntos Religiosos del gobierno autonómico catalán 
publicó el Mapa Religioso de Cataluña de 2021, en el cual se identificaron un total 
de 7.275 lugares de culto en la comunidad, que daban cabida a 14 grupos 
religiosos. 
 
La Oficina de Asuntos Religiosos y la Oficina por la No Discriminación del 
Ayuntamiento de Barcelona facilitaron y promovieron celebraciones religiosas, 
concediendo subvenciones para proyectos de varios grupos religiosos. El gobierno 
municipal de Barcelona organizó mesas redondas sobre la libertad de culto en la 
ciudad, recalcando el papel de la mujer en las comunidades religiosas. 
 
España es miembro de la Alianza Internacional para el Recuerdo del Holocausto. 
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Sección III. Respeto de la libertad religiosa por parte de la sociedad 
 
De acuerdo con el Informe de 2021 sobre delitos de odio elaborado por el 
Ministerio del Interior, el último disponible, durante ese año se registraron 63 
delitos de odio basados en creencias o prácticas religiosas y, por otro lado, once 
con motivaciones antisemitas, en comparación con 45 y 3 delitos en dichos 
ámbitos respectivamente durante 2020. Únicamente se desglosan los delitos de 
antisemitismo y sentimiento antigitano, pues ambos aparecen tipificados 
específicamente como infracciones en el Código Penal. La mayoría de los delitos 
con motivaciones religiosas sucedieron en Valencia (once delitos de odio por 
creencias religiosas y uno específicamente por antisemitismo), seguida de Madrid 
(diez y dos delitos), Cataluña (siete y cinco), Andalucía (nueve y uno) y las Islas 
Baleares (siete y cero). 
 
El informe del ministerio no citaba ejemplos concretos ni desglosaba los 
incidentes por motivos religiosos en función del tipo de delito. Según explicó un 
miembro del ministerio, las cifras del informe anual sólo reflejan los datos de 
denuncias oficiales, no incluyen informes de los medios de comunicación. 
 
De acuerdo con la Memoria Anual de 2021 de la Fiscalía General del Estado, 
durante dicho año se incoó un nuevo procedimiento judicial por delito de odio 
relacionado con la religión, igual que en 2020. 
 
Según el Informe de 2022 del Observatorio para la Libertad Religiosa y de 
Conciencia publicado en diciembre, hasta el día 5 de ese mes hubo 214 incidentes 
calificados como vulneraciones de la libertad religiosa, 19 más que en 2021. De 
dichos incidentes, 184 (86 por ciento) fueron contra cristianos, seis contra 
musulmanes, tres contra judíos y 21 se definieron como perpetrados contra varias 
o todas las confesiones. Hubo tres casos de violencia, 34 ataques a lugares de 
culto, y 24 casos de acoso a fieles.  
 
En mayo, la Fiscalía contra los Delitos de Odio y Discriminación de Barcelona 
presentó cargos de antisemitismo contra un hombre que participó en octubre de 
2021 en una manifestación en la que se estima que participaron 200 personas 
supuestamente vinculadas a grupos de la extrema derecha. En el escrito de 
acusación, el fiscal expuso que el hombre actuó motivado por su aversión a los 
judíos y a Israel y profirió de forma reiterada cánticos antisemitas que instigaban 
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al odio, la violencia y la hostilidad contra la comunidad judía, con expresiones 
como “muerte a los judíos”, “mata judíos” y “muerte a Israel”. El fiscal solicitó tres 
años de prisión y una multa de 3.600 euros. El juicio aún no había comenzado a 
finales de año. 
 
El Observatorio de Antisemitismo de la CJE notificó múltiples incidentes 
antisemitas, entre ellos los enfrentamientos e insultos antisemitas ocurridos en 
mayo durante un torneo de baloncesto en Bilbao en el que competía un equipo 
israelí. En agosto, el Ministerio de Asuntos Exteriores condenó una serie de 
“graves ataques antisemitas” sufridos en la ciudad de Castrillo Mota de Judíos, en 
la comunidad autónoma de Castilla y León. Los agentes locales denunciaron 
múltiples pintadas antisemitas en varias partes de la localidad. La FCJE solicitó a 
las autoridades que identificaran a los responsables y aprobaran medidas para 
evitar este tipo de incidentes. En octubre, la Guardia Civil detuvo a tres neonazis 
por siete delitos de odio cometidos en lugares de especial importancia para la 
comunidad judía en Castrillo Mota de Judíos y en dos localidades de Madrid. Los 
medios informaron de que tres de ellos fueron acusados de hacer pintadas 
neofascistas en cementerios judíos y de quemar la bandera israelí. En los registros 
domiciliarios de los sospechosos se encontró material con simbología fascista, 
libros que ensalzan el nazismo y “artículos y documentación de ideología nazi”. 
 
En diciembre, la Audiencia Provincial de Madrid absolvió a la presidenta de la 
organización Hogar Social, Melisa Domínguez, de un delito de incitación al odio 
por vincular el Islam al terrorismo. El tribunal decretó que no se había 
demostrado que Domínguez pretendiese directa o indirectamente incitar al odio, 
violencia o discriminación contra los musulmanes. La fiscalía pedía tres años de 
prisión para Domínguez por colgar una pancarta con el texto “Hoy Bruselas, 
¿mañana Madrid?” en la principal mezquita de Madrid en 2016 en referencia a los 
ataques terroristas ocurridos en Bruselas ese mismo año. La fiscalía también alegó 
que Domínguez y otros miembros de Hogar Social se congregaron en el exterior 
de la mezquita al grito de “fuera los moros” (un insulto usado para referirse a los 
musulmanes de ascendencia norteafricana) y “mezquitas abajo”. 
 
En mayo, la FCJE y la Universidad Complutense de Madrid firmaron un acuerdo 
para crear la Cátedra Simone Veil para prevenir el racismo y el antisemitismo y 
fomentar el diálogo intercultural, los derechos humanos y el Estado de derecho. 
El presidente de la Federación de Comunidades Judías de España, Isaac 
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Benzaquén, aplaudió la inauguración de la cátedra y recalcó la importancia que 
tuvo que en la reforma educativa nacional de 2020 se incluyera la formación 
sobre el Holocausto como una parte permanente de la programación académica 
para combatir la falta de conocimientos sobre el Holocausto. En una entrevista en 
mayo, señaló que aunque el Holocausto pueda parecer algo lejano, no debe 
olvidarse porque “lamentablemente, la historia se repite”. 
 
En septiembre, la Asociación UNESCO para el Diálogo Interreligioso, una ONG 
catalana, organizó su séptima “Noche de las religiones” en Barcelona, en la que 
54 lugares de culto de 15 grupos religiosos diferentes abrieron sus puertas a los 
residentes locales. Participaron más de 3.200 personas en las actividades, que se 
llevaron a cabo presencialmente y por Internet. Dado el éxito del programa, la 
organización celebró eventos similares en las ciudades de Tarragona y San Cugat. 
La asociación continuó liderando grupos de diálogo interreligioso en diez ciudades 
de la región, congregando a líderes de distintas religiones para debatir sobre la 
diversidad religiosa, promover la cohesión social y crear proyectos comunes en 
los vecindarios. 
 
Sección IV. Política y actividades del Gobierno de Estados Unidos 
 
Representantes de la Embajada y del Consulado General de Estados Unidos en 
Barcelona se reunieron con varios funcionarios del gobierno autonómico y 
nacional, así como con la Oficina del Defensor del Pueblo, para hablar de 
antisemitismo, islamofobia y asuntos relativos a la discriminación social contra 
minorías religiosas, delitos por motivos religiosos y discursos de odio contra 
minorías religiosas. También debatieron las nuevas iniciativas del Gobierno para 
promover el pluralismo religioso. 
 
Funcionarios de la embajada y del consulado también se reunieron con varios 
grupos religiosos y organizaciones de la sociedad civil para debatir acerca de la 
discriminación y el libre ejercicio de sus derechos religiosos. También trataron 
temas como la educación religiosa, incluido el acceso a la misma, y los delitos y 
discursos de odio por motivos religiosos. 
 
En enero, funcionarios de la embajada y del consulado participaron en varios 
actos por el Mes de la Memoria del Holocausto, uno de ellos celebrado en el 
Senado español. La embajadora pronunció un discurso en el Centro Sefarad-Israel 
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durante la inauguración de la exposición fotográfica en memoria del Holocausto 
“Seeing Auschwitz”, patrocinada por la UNESCO y la Comunidad de Madrid en 
colaboración con la embajada. La embajadora dijo: “Garantizar que los horrores 
del Holocausto nunca se olviden es una prioridad para Estados Unidos, no sólo 
por lo que dice sobre nuestro pasado, sino por lo que significa para nuestro 
presente y nuestro futuro (…) Debemos asegurarnos de que las próximas 
generaciones cuenten con las herramientas adecuadas para combatir el odio, que 
se aviva con falsedades, el sensacionalismo y la desinformación”. 
 
En abril, la embajadora celebró la primera cena de iftar de la embajada en dos 
años para miembros de la comunidad musulmana en Madrid. También en abril, la 
embajadora asistió a un iftar organizado por la Junta Islámica en Córdoba con 
miembros de la comunidad musulmana de Andalucía, así como con miembros de 
las comunidades locales católicas, protestantes y judías, autoridades públicas 
locales, la sociedad civil y empresarios. En ambos eventos, la embajadora subrayó 
la importancia de la libertad religiosa, el respeto por las minorías religiosas, y 
cuestiones que suscitan preocupación a la comunidad musulmana. Asimismo, la 
embajadora envió cartas personales conmemorando el Ramadán y promoviendo 
la diversidad y tolerancia religiosas a líderes de grupos religiosos, organismos 
públicos, misiones diplomáticas y ONG. 
 
También en abril, la embajadora celebró un encuentro en Córdoba con mujeres y 
jóvenes musulmanes de distintas regiones andaluzas, entre ellas Algeciras, 
Córdoba, Granada, Jerez y Sevilla. Participaron, entre otros, musulmanes 
españoles de primera generación, musulmanes conversos y varios inmigrantes 
musulmanes que habían llegado inicialmente al país como menores no 
acompañados. Los participantes hablaron de los estereotipos comunes a los que 
se enfrentan los musulmanes en el país, la dificultad de conciliar sus identidades 
como españoles y musulmanes, y las iniciativas interconfesionales para promover 
el entendimiento mutuo. 
 
En mayo, la embajada y el consulado general patrocinaron una serie de charlas en 
Madrid y Barcelona impartidas por un experto del Museo Conmemorativo del 
Holocausto de Estados Unidos, en las que participaron estudiantes, grupos de la 
sociedad civil, diplomáticos y miembros de la prensa, organizadas en el Centro 
Sefarad-Israel, en el Ministerio de Asuntos Exteriores y en varias universidades. La 
embajadora dedicó unas palabras introductorias durante el acto celebrado en el 
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Ministerio de Asuntos Exteriores, recalcando la importancia de aprender del 
pasado para promover la tolerancia y diversidad religiosas en el presente. 
 
En julio, la embajadora se reunió con miembros de la comunidad judía del país y 
una delegación visitante del Comité Judío Estadounidense para dialogar sobre 
cuestiones que afectan a la comunidad judía española y mundial, así como la 
importancia de defender valores democráticos y combatir el antisemitismo. En 
septiembre, la embajadora visitó dos sinagogas de Toledo para aprender sobre la 
historia y el legado de la comunidad judía en el país. 
 
En octubre y noviembre, la embajada patrocinó la participación de Israel Doncel, 
director de Comunicaciones del Centro Sefarad-Israel, y de María Royo, directora 
de Comunicaciones de la FCJE, en un programa de intercambio virtual sobre el 
papel de los medios en la prevención de la negación y distorsión del Holocausto. 
 
Durante el año, la embajada y el consulado general promovieron la libertad y 
diversidad religiosas en redes sociales, como, por ejemplo, recordando ocasiones 
especiales como el Día Internacional de la Libertad Religiosa y honrando 
celebraciones religiosas como el Ramadán. 
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